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Capítulo 1.
Hacia un enfoque para el análisis  
de la implementación de políticas públicas  
para dar respuesta a la crisis desatada  
por la pandemia COVID19

Julián Bertranou, Walter Brites, Julieta Capdevielle, Magdalena Chiara, 
María Mercedes Di Virgilio, Tomás Guevara, Mercedes Molina Galarza,  
Verónica Perez, María Carla Rodriguez, Daniela Soldano y Andrea Villagrán

El enfoque de las relaciones intergubernamentales (RIGs)

La implementación de políticas públicas requiere frecuentemente del concurso 
de múltiples organismos estatales, pertenecientes a un mismo nivel de gobierno 
o pertenecientes a instancias gubernamentales de distinto nivel político–insti-
tucional (por ejemplo, Nación, provincias y municipios). Esta concurrencia de 
distintas unidades gubernamentales orientadas a la atención de diversas proble-
máticas da pie a una dinámica de relaciones que contienen distintos aspectos 
y condiciones, que a su vez mutan en el proceso mismo de implementación 
de las iniciativas públicas, a medida que los requisitos de la acción conjunta 
cambian. Para el abordaje de la densa gama de relaciones entre unidades guber-
namentales —no exclusivas de configuraciones institucionales federales— se 
ha desarrollado un enfoque denominado relaciones intergubernamentales 
(RIGs). Con este concepto se hace referencia a un «importante contingente 
de actividades e interacciones que tienen lugar entre unidades de gobierno de 
todo tipo o nivel territorial de actuación» (Agranoff, 1997).

El aporte de Robert Agranoff (1997) es uno de los más ricos y amplios para 
el análisis de este fenómeno. Para el autor, es muy significativo el contingente 
de actividades e interacciones que tienen lugar entre unidades de gobierno de 
todo tipo o nivel territorial de actuación. Y las manifestaciones de estas son 
mucho más amplias que lo que los estudios más formalistas y normativos dejan 
entrever. Las RIGs no son una tarea de generalistas (o de especialistas en RIG), 
sino de distintos expertos sectoriales de los gobiernos que se involucran con 
otros de otras unidades, en función de mandatos o de objetivos a cumplir. Las 
RIGs no representan un fenómeno exclusivo de los países federales: «ninguna 
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democracia reserva todas las prerrogativas de gobierno a una sola entidad», 
dice el autor citando a Elinor Ostrom. 

De este modo, el concepto de RIGs trasciende los enfoques constitucionales–
legales, tanto en lo que respecta a las divisiones entre los gobiernos como en 
lo relativo a sus respectivas competencias. De hecho, se caracterizan por su 
dimensión política. Agranoff (1997) señala otros rasgos de las RIGs como la 
importancia del elemento humano y el hecho de que cualquier empleado está 
involucrado, potencialmente, en las RIG. También destaca su carácter diná-
mico, en tanto suponen continuos contactos e intercambios de información 
y puntos de vista, lo cual acarrea transformaciones tanto en la configuración 
del fenómeno como en los objetivos iniciales, a medida que se desarrolla el 
proceso de la política.

Si bien Wright (1997) circunscribe la definición de las RIGs a las actividades 
o interacciones que ocurren entre las unidades gubernamentales de todas las 
clases y niveles del sistema federal, en su libro define tres enfoques posibles 
desde los cuales abordar estas relaciones: histórico, descriptivo y relativo al 
contenido de las políticas. Estos invitan a ir más allá de una perspectiva insti-
tucional formal y habilitan el planteamiento de hipótesis acerca de cómo es 
la relación entre las RIGs y el derrotero de las políticas públicas.

Sin duda, la experiencia de los países federales y los estudios comparativos 
han marcado una huella significativa para mirar la relación entre los arreglos 
intergubernamentales singulares y la implementación de las políticas públicas 
(Banting y Corbett, 2002; Castles, Leibfried y Obinger, 2005). Las investiga-
ciones transitan distintos aspectos de esta compleja relación: el papel de las 
agencias federales y la importancia de los liderazgos de las autoridades nacional 
y estadual (Wilson, 2006; Viana y Machado, 2009; Chiara, 2018); los cambios 
en la escena local (Cabrero Mendoza, 2010; Arretche, 2003; Alonso et al., 2016); 
la distribución de funciones entre niveles de gobierno y los niveles de auto-
nomía (Banting y Corbett, 2002; Falleti, 2007; Castles, Leibfried y Obinger, 
2005); los resultados de los procesos de descentralización (Cabrero Mendoza, 
2006 y 2009; Goldschmit y Cetrángolo, 2011) y la dinámica de los actores 
(Fenwick, 2008; Ianni Segatto, Béland y Marchildo, 2019); el papel de las 
políticas de las instancias centrales frente al desafío de la igualdad (Fendwic, 
2008; Arretche, 2010; Chiara, 2018); y la cuestión misma de la coordinación 
(Cabrero Mendoza, 2006; Dourado y Elías, 2011; Repetto, 2009). 

La manera en la que estos estudios vinculan a las políticas públicas con las 
particularidades de la trama de RIGs deja ver algunas diferencias. Una parte 
tiende a considerar a la política pública como subordinada al marco institu-
cional. Esto significa, en el extremo, enfatizar las implicancias de los rasgos 
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particulares de la trama de las RIGs. En este marco, Gibson (2004) señala la 
importancia de los atributos de los gobiernos subnacionales en el sistema 
federal, como la «prerrogativa de no adherir» a los programas federales y ser 
«punto de veto» de las decisiones del gobierno central. Estas propiedades son 
consideradas como parámetro, oportunidad o restricción, según la perspectiva 
y énfasis de cada enfoque (Banting y Corbett, 2002; Wilson, 2006; Arretche, 
2003 y 2010). Otro conjunto de estudios enfatiza la influencia de las polí-
ticas sobre las RIGs en el sentido de destacar el papel que pueden tener en la 
producción de relaciones entre los actores de gobierno (Falleti, 2007 y 2010; 
Cabero Mendoza y Solís, 2009; Cabrero Mendoza, 2010). Un tercer grupo 
transita por lo que Castles, Leibfried y Obinger (2005) denominan doble vía. 
Esta perspectiva postula la existencia de relaciones recíprocas entre políticas y 
relaciones intergubernamentales (Viana y Machado, 2009; Castles, Leibfried 
y Obinger, 2005; Dourado y Elías, 2011, Chiara, 2018). 

El análisis de la bibliografía permite identificar un conjunto de dimensiones 
relevantes para el estudio de las RIGs (ver Tabla 1).

Tabla 1. Dimensiones para el estudio de las RIGs 
 

Dimensión Descripción

Entes/organizaciones guber-
namentales y funcionarios/as 
involucrados/as

A partir del objeto de la RIG se pueden identificar las organi-
zaciones y eventualmente los funcionarios/as interpelados/as 
por este objeto.

Modalidad de relacionamiento puede ser vertical u horizontal. Las primeras se producen 
entre distintas instancias u órdenes territoriales.  
La verticalidad no supone necesariamente un carácter jerár-
quico —aunque pueden ser relaciones asimétricas— ya que 
involucran entidades con cierta autonomía. Las horizontales 
se dan entre entidades gubernamentales del mismo nivel 
territorial, tanto intra como intergubernamental

Propósito de la RIG Puntual o amplio/difuso. Esto implica precisar el objeto que 
activa una RIG y el alcance del mismo

Grado de formalidad de la 
relación

Esta dimensión alude a si existen normas reconocidas que 
delimiten el alcance de la RIG, o se trata de acciones que 
interpelan la intervención de organizaciones estatales sin 
que haya parámetros previos que delineen esa interacción. 
En un extremo se ubican las relaciones totalmente formales 
(plasmadas en reglas), en el opuesto las íntegramente 
informales.

Institucionalización del 
seguimiento de las RIG (por 
ejemplo, secretaría ejecutiva o 
comité coordinador)

Esta dimensión es relevante a la hora de evaluar su per-
manencia o sostenibilidad, pero no es necesariamente una 
condición de éxito de la interacción. 
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También, reconocer algunos instrumentos relevantes a través de los cuales 
se canalizan las RIGs. Siguiendo a Agranoff (1997) registramos los siguientes 
(ver Tabla 2).

Tabla 2. Instrumentos relevantes a través de los cuales se canalizan las RIGs 
 

Instrumento Descripción

Las relaciones fiscales  En especial entre unidades de gobierno de distinto 
nivel jurisdiccional (por ejemplo, los arreglos de copar-
ticipación de impuestos).

Las subvenciones Referidas a los marcos de financiamiento provistos por 
los gobiernos nacionales y/o federales para el desarro-
llo de actividades en el territorio, a cargo de unidades 
subnacionales. Este punto implica un acuerdo de 
colaboración donde se definen los objetivos a cumplir, 
la secuencia de aportes y responsabilidades y los 
requisitos de financiamiento.

La regulación Comprende las normas emitidas por gobiernos de nivel 
superior que influyen en la conducta de gobiernos 
subordinados.

Las estructuras gubernamentales Esto es, las instancias institucionales de toma de deci-
siones conformadas por distintos gobiernos.

Las fuerzas políticas Canalizan en su interior relaciones entre gobiernos 
asociados a las mismas.

Las acciones burocráticas Políticas y programas que implican colaboración 
y coordinación.

Fuente: elaboración propia con base en Agranoff (1997)

Las políticas en la trama de las RIGs:  
análisis a través de sus instrumentos

En este marco, las políticas públicas, en general, y de las de asistencia, conten-
ción y promoción para dar respuesta a una crisis, en particular, se implementan 
echando mano a dispositivos (emergentes observables como planes, programas, 
leyes) y a los instrumentos que éstos movilizan en su implementación. Analizar 
cómo las políticas nacionales desbordan las fronteras de las organizaciones que 
las promueven y llegan a producir cambios en los distintos niveles —orga-
nismos a cargo en los niveles subnacionales, organizaciones de la micro imple-
mentación y en el nivel de los hogares— es uno de los ejercicios más difíciles 
de la investigación en este campo. En contextos institucionales heterogéneos, 
la implementación de las políticas pone en evidencia en los territorios combi-
naciones muy diversas de dispositivos: algunos resultan de adaptaciones de los 
nacionales mientras otros son diseñados y promovidos por gobiernos subna-
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cionales. Asimismo, a veces, estos convergen en una estrategia mientras que en 
otros solo coexisten en un mismo territorio. Estas iniciativas son —si es posible 
utilizar una metáfora— la savia que circuló por la trama de las relaciones inter-
gubernamentales, promoviendo convergencias y develando tensiones, conflictos 
y diferencias en torno a cómo enfrentar una crisis y sus consecuencias —en 
nuestro caso, la crisis desatada por la pandemia por el COVID19. 

En un contexto diverso y con el objetivo de detectar las convergencias y 
divergencias entre las políticas resultantes de esas múltiples combinaciones, 
es necesario mirar más allá de la retórica de los dispositivos (aquello que éstos 
«dicen acerca de sí mismos») y desentrañar el conjunto de regulaciones, incen-
tivos e información —la combinación de «palos, zanahorias y sermones» en 
palabras de Vedung (1998)— de los que están hechos y con los que buscan 
producir cambios en los distintos niveles. Esta reconstrucción reconoce dos 
momentos. El primero consiste en conocer cómo las decisiones gubernamen-
tales derivan en mecanismos orientados a la asistencia, contención y promoción 
para dar respuesta a la crisis. Estas decisiones se expresan a través de planes, 
programas y/o leyes, dispositivos que discurren por una matriz institucional 
heterogénea y son ejecutados por actores con ideas, intereses, capacidades y 
recursos también diversos. El segundo movimiento consiste en captar la simul-
taneidad de la acción conjunta de los distintos dispositivos que componen a 
las políticas en cada uno de los ejes que se abordan en este proyecto. Se trata 
de un ejercicio de capital importancia en tanto en el devenir de los procesos 
de implementación se diluyen las fronteras (virtuales) de planes, programas 
y leyes y se convierten en recursos, incentivos y regulaciones de distinto tipo 
que atraviesan las organizaciones que componen la trama intergubernamental, 
responsables directas o indirectas de la implementación de las políticas, afec-
tando en simultáneo la vida de las personas y los hogares (Chiara, 2017).

El análisis de los instrumentos permite indagar en los modos de organiza-
ción de las políticas, trazando el recorrido de su implementación. De la vasta 
literatura existente en relación con esta perspectiva (Schneider and Ingram, 
1990; Linder y Peters, 1993; Vedung, 1998; Salamon, 2002; Lascoumes y Le 
Galès, 2007; Hood y Margetts, 2007; Vabo y Rφiseland, 2009; Howlett et 
al., 2020), uno de los aportes más significativos para dar cuenta del recorrido 
de las políticas a través de la trama intergubernamental es la de Lascoume 
y Le Galès para quienes «un instrumento de acción pública constituye un 
dispositivo al mismo tiempo técnico y social que organiza relaciones sociales 
específicas entre el poder público y sus destinatarios en función de determi-
nadas representaciones y significados de los que es portador». Se trata de un 
tipo particular de institución cuya finalidad consiste en sostener un concepto 
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concreto de la relación política/sociedad, a través de una forma particular de 
regulación. Desde esta perspectiva, la «instrumentación de la acción pública 
remite al conjunto de problemas planteados por la selección y el uso de los 
instrumentos (...) que permiten materializar y operacionalizar la acción guber-
namental» (Lascoume y Le Galès [2009] 2014:113). 

Ahora bien, ¿de qué modo identificar los instrumentos frente a tanta diver-
sidad de dispositivos presentes en cada uno de los ejes de políticas objeto 
del proyecto? Salamon hace un aporte metodológico desde el cual es posible 
distinguir entre dispositivo e instrumentos de políticas e insiste en la nece-
sidad de cambiar la unidad de análisis, trasladando la mirada desde las agen-
cias públicas o los programas (que desde nuestro enfoque son considerados 
como dispositivos) hacia los instrumentos a través de los cuales se gobierna. 
En este marco, Salamon identifica un problema no siempre resuelto en la lite-
ratura: los diferentes programas de gobierno encarnan un número limitado de 
instrumentos genéricos que comparten características comunes, independien-
temente de los ámbitos en los cuales se han implementado (2002). El autor 
plantea que los instrumentos son más generales que los programas y éstos a su 
vez pueden involucrar distintos instrumentos actuando en un mismo campo 
de problemas. A su vez, un mismo instrumento puede ser utilizado por dife-
rentes dispositivos en distintos campos de problemas (Salamon, 2002). 

No todos los autores hacen esta distinción. Quienes enfatizan el carácter 
político de los instrumentos, tienden a utilizar el concepto para aludir indis-
tintamente tanto a los instrumentos como a los dispositivos singulares, como 
planes, programas y leyes (Lascoumes y Le Gales, Galès [2009] 2014; Linder 
y Peters, 1993; Vabo y Rφiseland, 2009). En el marco del análisis que aquí 
se presenta, la distinción entre dispositivo e instrumento cobra importancia 
dado el interés por comparar el modo en el cual se organizan las políticas en 
los distintos territorios, independientemente del modo como cada jurisdic-
ción decida llamar a cada dispositivo. En muchos casos, se nombran de dife-
rente modo dispositivos de políticas que comprenden instrumentos comunes. 

Asimismo, distinguir entre ambas unidades (dispositivo e instrumento de 
gobierno) exige aguzar el análisis hacia la identificación de instrumentos genéricos 
que puedan movilizarse en el contexto de distintos dispositivos y que, a su vez, 
se imbriquen (trascendiendo sus fronteras) en la acción conjunta que suponen 
las políticas. Esta identificación tiene antecedentes en los distintos campos de 
políticas (Braun y Etienne, 2004, Chiara, 2017 y Yue et al., 2020). Desde esta 
perspectiva, los instrumentos serían la unidad de análisis y lo que se denominan 
dispositivos de políticas (programas, planes o leyes), la unidad de observación.
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Más allá del carácter «discreto» (en el sentido de separado, distinto) que 
puede tener cada dispositivo, descomponer a estos en sus «instrumentos gené-
ricos permite recomponer las distintas totalidades de las políticas que se arti-
culan en cada territorio desafiando a los niveles subnacionales (provincias y 
municipios), a las organizaciones en la micro implementación (agencias de 
distinto tipo, hospitales y centros de salud, organizaciones sociales de base 
territorial, cooperativas de vivienda y/o trabajo, oficinas territoriales de acceso 
a la justicia, etc.) y también a los propios hogares. 

Esta aproximación permite recorrer la trama intergubernamental (desde el 
nivel central hacia las provincias y municipios) trascendiendo los discursos 
generales (más o menos homogéneos) e indagar en las convergencias, divergen-
cias y tensiones que se construyen en torno a los principales instrumentos de 
políticas; la idea es hacer hablar a los actores sobre las regulaciones, incentivos e 
información que «viajan» en sus instrumentos. Esta entrada al análisis busca dar 
cuenta de los procesos de reconstrucción que tienen lugar en la implementación. 

Asimismo, para mirar a las políticas desde la ciudadanía es necesario iden-
tificar aquellos instrumentos que buscaron incidir de manera directa en los 
hogares y detectar los modos como acompañaron, apoyaron y promovieron 
(o desampararon) nuevas prácticas en relación con las condiciones que orga-
nizaron la vida de personas, familias y comunidades en el escenario de la crisis 
—por ejemplo, el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE). 

La relevancia de la coordinación

En el estudio de las RIGs, además de relevar dispositivos e instrumentos, analizar 
la coordinación constituye otro de los elementos críticos, en tanto atraviesa 
las distintas dimensiones que configuran el concepto. La coordinación es un 
proceso de carácter técnico–político y analítico–instrumental que está orien-
tado hacia el logro de la coherencia y articulación de las políticas para favorecer 
el alcance de los objetivos estratégicos. Alude de manera general a la posibilidad 
de actuación conjunta de numerosas organizaciones, cada una de las cuales 
realiza un aporte esencial para la producción de un bien o un servicio público. 

Pese a mantener relaciones de vinculación, los conceptos de coordinación y 
coherencia se distinguen entre sí. Para Martínez Nogueira (2010), la coherencia 
es previa a la coordinación: «es una cualidad vertical que se manifiesta en la arti-
culación lógica entre la visión de país, la estrategia, los objetivos y los instru-
mentos de política» (Martínez Nogueira, 2010:20). En el plano horizontal, la 
coordinación se enfoca en la consistencia que es el plano interno de los medios 
que definen las políticas. Las tensiones alrededor de la coherencia y la coordina-
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ción se presentan en distintos momentos. En la definición y jerarquización de 
problemas y en el diseño de medios de respuesta, se observan tensiones referidas 
a la coherencia de las políticas. En la ejecución (y coordinación de acciones) se 
manifiestan las restricciones derivadas de los diseños adoptados. La coordinación 
puede efectivizarse a través de distintos medios. Martínez Nogueira (2010:21) 
menciona cuatro modos alternativos y complementarios: la jerarquía; el diseño 
de rutinas y procedimientos de actuación; la internalización de fines y valores 
(doctrina); y la interacción incremental directa (ajuste mutuo). 

Raramente la coordinación (y la coherencia) puede alcanzarse meramente a 
través de la jerarquía y otros arreglos formales o de cúpulas. A estos elementos 
hay que agregar «la coordinación en las redes sustentadas en liderazgos, rela-
ciones regulares y reciprocidades, con actores que comparten concepciones 
sobre el sentido y las orientaciones de las contribuciones particulares». Para-
lelamente para Martínez Nogueira, tanto la coordinación como la coherencia 
requieren de una demanda social que «las precipite y sostenga» (2010:22).

La bibliografía analizada sugiere que la necesidad de coordinar acciones o 
de fomentar la actuación conjunta de las organizaciones, en este caso públicas, 
proviene de la creciente brecha que se produce en dos dimensiones: (i) En primer 
lugar, los problemas contemporáneos son cada vez más complejos, porque su 
alcance es cada vez mayor y sus causas son cada vez más numerosas e interrela-
cionadas. Adicionalmente, los ciudadanos están cada vez más activos frente a los 
problemas y padecen la situación de una manera integral y unificada, no de una 
manera fragmentada. (ii) En segundo lugar, los gobiernos se han ido especiali-
zando cada vez más y en ese camino, las organizaciones se han ido apartando 
unas de otras, pensando únicamente en la parte del problema que les toca asumir. 

En suma, los problemas son más complejos y el Estado aparece cada vez 
más fragmentado en el abordaje de estos problemas. Por lo tanto, se impone 
que los gobiernos generen instancias de coordinación y articulación de sus 
organizaciones con el objeto de reducir la fragmentación de los abordajes y 
aumentar la visión integral que tienen de los problemas públicos. El carácter 
novedoso y siempre cambiante de la pandemia como fenómeno epidemio-
lógico, sumado a los impactos que ésta tuvo sobre los sistemas sanitarios, la 
economía y la vida cotidiana de las personas, potenciaron ese imperativo de 
coordinación y articulación e hicieron a su vez más difícil su consecución. 
Resulta necesario recuperar estas contribuciones para indagar en los esfuerzos 
de coordinación que tuvieron lugar entre niveles de gobierno, los procesos 
implicados, sus dinámicas y los resultados alcanzados. 

Entre las funciones de la coordinación, la literatura destaca las siguientes: 
(i) pueden ayudar a reducir la incertidumbre entre los involucrados e integrar 
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saberes especializados; (ii) permiten avanzar hacia intervenciones coherentes e 
integrales; (iii) evitan o minimizan la duplicación y superposición de acciones; 
facilitan las condiciones para que haya sinergias de diversa índole: de procesos 
y actividades; de recursos; de autoridad, etc.; finalmente, (v) pueden resultar 
uno de los caminos pertinentes para recuperar el rol estratégico de gobierno.

El desarrollo de instancias de coordinación interorganizacional en pos de 
una mejora de los abordajes del Estado se asienta en una serie de factores que 
fortalecen su despliegue y consolidación. Entre ellos se destacan la voluntad 
política para encarar procesos de acción conjunta, el desarrollo de instancias 
de planificación común que integren niveles y organizaciones, la validación 
de la coherencia entre los objetivos estratégicos de gobierno, sectoriales y los 
modelos organizacionales para la implementación, el diseño de instancias 
formales de articulación de acciones, la elaboración de protocolos de trabajo 
conjunto, el fortalecimiento de las capacidades estatales de coordinación y el 
diseño de instancias para el monitoreo y la evaluación de acciones conjuntas.

Sin lugar a dudas, existen factores de tensión que obstaculizan o impiden, 
en muchas oportunidades, la instrumentación de procesos de coordinación 
interorganizacional como la heterogeneidad normativa (cada organización 
tiene sus propios códigos y normas que definen el alcance de su actuación), 
los conflictos políticos e interpersonales y los débiles incentivos para coordinar 
cuando los premios y castigos se refieren únicamente al desempeño de los 
actores en función de los acotados mandatos de la organización, entre otros.

Las distintas experiencias de coordinación pueden ser clasificadas también 
según diferentes criterios (ver Tabla 3).
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Tabla 3. Criterios de clasificación de experiencias de coordinación 

Criterio Descripción

Según el grado de formaliza-
ción

Informal: incluye contactos interpersonales y canales infor-
males
Formal: 
Coordinador/a
Grupo inter-organizacional (comité, grupo de trabajo intermi-
nisterial, etc.)
Unidad de coordinación (gabinete social)

Según la orientación Vertical. Desde el nivel ejecutivo hacia el nivel operativo. 
Es fundamental para garantizar la articulación de esfuerzos 
a través de un trabajo concertado en el nivel de planificación. 
Este nivel juega un rol normativo, de financiamiento 
y monitoreo.
Horizontal. Articula la acción de las distintas agencias 
y/o sectores. Conforma redes interinstitucionales que comple-
mentan la coordinación vertical.

Según las organizaciones 
involucradas

Coordinación intergubernamental: entre organizaciones 
de un mismo nivel de gobierno (nacional o subnacional).
Coordinación interjurisdiccional: entre unidades de gobierno 
de distinta jerarquía político-institucional (relaciones pa-
ción-provincias en un país federal).
Coordinación público-privada: cuando la actuación conjunta 
involucra tanto a organizaciones del ámbito estatal como 
del ámbito privado.

Finalmente, la coordinación de acciones entre organizaciones puede incluir 
distintos niveles y profundidad del involucramiento. A continuación, se 
muestra una tabla que pone en evidencia estos distintos niveles.

Tabla 4. Niveles y acciones de coordinación 
 

Nivel Acciones pro-coordinación Implica

Básico Comunicación entre actores,
consulta a actores

Reconocimiento del otro

Intermedio
Básico

Negociaciones para evitar/reducir divergencias Negociación

Intermedio
Avanzado

Construcción de consensos, arbitraje para resolver 
conflictos

Concertación entre
actores fundamentales

Avanzado Definición de prioridades, estrategias integradas Alineación estratégica
 
Fuente: Repetto (2011).
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Las capacidades estatales

Otro de los aspectos que atraviesa la relación entre las RIGs y la implementa-
ción de políticas públicas son las capacidades estatales, entendidas como «la 
aptitud de los entes estatales para alcanzar los fines que le han sido asignados 
interna o externamente» (Bertranou, 2015:39). Esta aptitud se desprende y se 
explica a partir de la existencia o accionar de un conjunto de factores, iden-
tificados como componentes de capacidad estatal y entre los que se encuen-
tran sus dotaciones humanas, sus competencias legales y su legitimidad, y sus 
recursos organizacionales y de acción interorganizacional, entre otros.

El concepto supone la asignación de esta cualidad o atributo (aptitud) a entes 
(actores) estatales de distinto tipo en función de la finalidad u objetivo que 
se utilice como parámetro contra el cual evaluar la capacidad: puede tratarse 
del Estado–Nación como un todo (o un estado subnacional), de una agencia 
pública unitaria (AFIP, ANSES, CNRT, por ejemplo), o de un conglomerado de 
organizaciones estatales que deben actuar de manera conjunta en el marco de 
una política pública. 

En segundo lugar, el concepto hace referencia a una cualidad del Estado 
o de sus organizaciones que puede estar presente en diversos grados. En ese 
sentido, las organizaciones estatales pueden ser más o menos capaces, a partir 
de la existencia y actuación de estas dotaciones humanas, organizacionales, 
tecnológicas y de capital interorganizacional y en función de ciertas metas u 
objetivos a ser alcanzados. 

En tercer lugar, la capacidad solo puede estimarse en relación con algún 
objetivo o alguna meta específica a cumplir; la capacidad no es genérica o en 
abstracto. Mientras más clara sea la delimitación del logro a alcanzar y del 
alcance de las actividades que están previstas, más precisa será la estimación 
sobre la capacidad. Finalmente, el concepto de aptitud nos remite a la idea 
de la existencia (o no) de condiciones para el logro de los fines (resultados) 
previstos. La capacidad entonces, no se ve reflejada en los resultados, sino en 
la existencia de estas condiciones para el logro de resultados. 

En el estudio de la capacidad y la eficacia es importante distinguir los 
componentes que hacen al atributo de la capacidad (que son siempre de una 
organización estatal o conjunto de ellas), del contexto o ambiente que faci-
lita u obstaculiza el ejercicio de esta capacidad. Ambas dimensiones tienen un 
efecto en el desempeño efectivo de una organización. Los que se denominan 
componentes de la capacidad son los factores que dan cuenta de la misma, 
explicándola más allá del contexto o ambiente de efectivización. 



38

Tabla 5. Componentes de los atributos organizacionales 
 

Componente Descripción

Autonomía Este componente alude al grado de autonomía o heteronomía del Estado 
o sus organizaciones vis-à-vis los actores sociales o poderes fácticos, 
en sintonía con los problemas abordados por Skocpol (1985) y Migdal 
(1988, 2011), entre otros autores relacionados con este problema. 
La mayoría de las definiciones coinciden en considerar a un Estado o una 
organización pública como «autónomo« cuando las y los funcionarios son 
«capaces de formular sus propios objetivos y de implementar las políticas 
que de ellos derivan, aun contra la oposición de intereses sociales con-
trapuestos a las mismas» (Viguera, 2000). Así como la estatidad 
es una variable (Nettl, 1968), la autonomía de las organizaciones públi-
cas también lo es, impactando de formas distintas sobre la capacidad.

Legitimidad Este componente es el más complejo para discernir y en muchos casos, 
ante la ausencia de evidencia que lo haga observable, es omitido sin 
más. Alude de manera directa a la creencia en la validez de las com-
petencias asignadas a la organización estatal y al grado de aceptación 
de su autoridad, por parte de los ciudadanos y de otras organizaciones 
públicas y privadas. La aceptación de la validez de autoridad estatal es 
de naturaleza subjetiva y se traduce en la adhesión a sus mandatos 
y en una mayor posibilidad de actuación de esta autoridad. 

Organización Este componente tiene una importancia central para explicar la capacidad 
de una organización estatal, sin desmedro de la relevancia de las demás 
dimensiones incorporadas al modelo de análisis. De los componentes 
identificados, este es el que alude a las condiciones internas de la organi-
zación, aquellas que explican de manera directa la función de producción 
y las funciones críticas. El componente alude a las condiciones 
que se desprenden del aparato burocrático que sostiene las actividades 
de la organización y las características que ofrece el marco institucional 
de relaciones entre distintas organizaciones estatales, de singular impor-
tancia cuando el actor estatal considerado es un sujeto complejo integrado 
por una pluralidad de estas organizaciones. Las dimensiones 
de este componente son: a) autorizaciones legales; b) personas; c) cultura 
organizacional; d) medios financieros; e) estructura y procesos organizacio-
nales; f) modelo productivo; g) estructuras de coordinación; h) sistemas 
de información y gestión; i) infraestructura y equipamiento.

Interdependencia Este componente comprende el capital social de acción interorganiza-
cional de que dispone el ente estatal considerado como organización 
unitaria, con otras organizaciones estatales o con organizaciones sociales 
o no estatales. La capacidad de una organización depende también 
del uso de este recurso de acción conjunta con otras organizaciones, 
estatales o privadas.

Los que se denominan componentes de la capacidad son los factores que, de 
manera unilateral, pero sobre todo combinada, explican sus manifestaciones. 
En Oszlak y Orellana (2001), los autores, abrevando en una conocida litera-
tura sobre «brechas o déficits de capacidad» (Tobelem, 1992a, 1992b; Grindle, 
1997; Hilderbrand y Grindle, 1997), identifican seis déficits posibles de capa-
cidad institucional, a saber, dimensiones donde pueden observarse deficiencias 
en cuanto a dotaciones o relaciones que hacen a esta capacidad. Los déficits a 
los que aluden son los relacionados con (i) leyes, normas y en general, reglas 
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de juego, (ii) relaciones interinstitucionales, (iii) la estructura organizacional 
interna y distribución de funciones, (iv) con la capacidad financiera y física 
de las agencias ejecutoras, (v) políticas de personal y sistemas de recompensas 
y (vi) la capacidad individual de los participantes.

Con base en la clasificación que proponen los autores, es posible identificar 
cuatro componentes básicos que constituyen subatributos organizacionales: 
autonomía, legitimidad, organización e interdependencia (ver Tabla 5).

Adicionalmente al análisis de los componentes de capacidad, es necesario 
observar el contexto o el ambiente dentro del cual se desenvuelve la organi-
zación o el conjunto de organizaciones. Como señalamos anteriormente, el 
contexto no hace a la capacidad propiamente, sino que la afecta en su desen-
volvimiento. Por ello es que, para analizar la eficacia de un organismo, es nece-
sario completar el análisis de los componentes con el análisis del contexto en 
el cual el organismo se desenvuelve incluyendo las reglas de juego generales 
dentro de las cuales actúa una organización: el apoyo político, la existencia de 
resistencias o conflictos y el grado de incertidumbre, etcétera.

Las redes de políticas como analizador de las RIGs

En el curso de las actividades e interacciones que definen las RIGs se produce 
y reproduce un conjunto de relaciones formales e informales que establecen 
los actores gubernamentales y no gubernamentales entre sí, configurado redes 
de políticas. «Las redes no son solamente una agregación de relaciones autó-
nomas entre sí, sino que su configuración estructural reticular (red) afecta la 
probabilidad de la existencia y persistencia de esas mismas relaciones. En otros 
términos, [las RIGs se producen] en el marco de un sistema de relaciones polí-
ticas (red) cuya configuración estructural posee diversa relevancia para cada 
relación particular» (Mazzalay et al., 2017:305).

El concepto de redes en el análisis del proceso de políticas públicas surgió a 
mediados de los años 70 y principios de los 80 como una perspectiva crítica 
al enfoque racional dominante en las ciencias políticas (Klijn, 1998). Sin 
embargo, no fue hasta inicios de los 901 que el enfoque de redes de políticas se 
aplique a la indagación de las relaciones entre actores públicos y privados en 
los niveles intermedios (Marsh, 1998 en Zurbriggen, 2006). De este modo, el 
concepto buscaba dar cuenta de la manera en la cual una variedad de actores 

1	 Sus representantes iniciales más importantes fueron Rhodes (1997) en Inglaterra; Fritz 
Scharpf (1993) y Renate Mayntz (1993, 1994) en Alemania, así como Kickert, Klijn y 
Koppenjan (1997) en Dinamarca (Zurbriggen y Milanesi, 2008).
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públicos y privados, articulados a partir de intereses en una política en parti-
cular, se conectan unos con otros. El supuesto que sostiene la pertinencia del 
enfoque es que los actores en la red intercambian ideas, recursos y negocian 
posibles soluciones a problemas públicos, generando conexiones que borran 
los límites entre el Estado y la sociedad. En ese marco, si bien el Estado es 
reconocido como un actor central del proceso, no es el único protagonista. 
Su centralidad se asocia a la fortaleza (o no) de los otros actores y a las capaci-
dades que el Estado despliega en el proceso de implementación, pasando del 
nivel de la macro implementación a la micro. Es decir, que sus capacidades 
pueden diferir en los distintos niveles. Así, este enfoque trasciende las visiones 
sociocéntricas y Estado–céntricas (Zurbriggen, 2011).

Además, esta perspectiva permite desagregar al Estado, entrar en la «caja 
negra» y comprender que las organizaciones están habitadas por individuos 
y que, en la búsqueda de soluciones a los problemas colectivos, ellos están 
restringidos por marcos institucionales. La importancia de articular esta 
lógica de análisis de las políticas públicas es central para los objetivos de 
los gobiernos, dado que tanto la incorporación de un tema en la agenda 
como el diseño de una nueva política, a partir de una legislación y demás 
regulaciones, tienen poca posibilidad de éxito si los actores que las deben 
cumplir están poco interesados en ello. Implica la necesidad de situar a una 
acción política y social en el contexto estructural que tiene lugar. De este 
modo, el resultado se explica como consecuencia de las intenciones y acciones 
de los actores inmediatamente implicados y según la lógica o estructura 
institucional del conjunto de relaciones en las que participan. En este sentido, 
las configuraciones institucionales particulares les dan estructura a actores 
intencionados y definen un abanico de potenciales estrategias y oportunidades, 
aun cuando los actores pueden potencialmente transformar esas estructuras 
mediante sus acciones (Zurbriggen, 2011).

El enfoque de redes de políticas, de esta manera, viene a complementar 
y a complejizar el enfoque más tradicional del proceso de políticas (March 
y Olsen, 1976; Lidblom y Cohen, 1979; Kingdom, 1984) en un intento de 
contextualizar dicho proceso (Klijn, 1998) y de aportarle mayor comprensión. 
Así, los procesos de políticas son el resultado de interacciones complejas entre 
diferentes actores que protagonizan y desencadenan cursos de acción, cuyas 
percepciones de los problemas y soluciones cambian a lo largo del tiempo y 
que, por ende, en el proceso mismo dan forma a la política pública (Zurbri-
ggen y Milanesi, 2008).

A pesar de la multiplicidad de perspectivas que actualmente conviven bajo el 
paraguas de las redes de políticas, es posible definir las redes como un conjunto 
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de actores colectivos —habitualmente, organizaciones públicas, privadas y 
organizaciones sociales—, con interacciones más o menos estables a través 
de las cuales dirigen, coordinan o controlan los recursos materiales o inmate-
riales en un ámbito de política pública de interés común (Zurbriggen, 2011). 
Dichas redes pueden entenderse como «configuraciones» que condensan el 
conjunto de las relaciones formales e informales que se tejen entre los miem-
bros del grupo (Martínez Escamilla, 1996:46).2 

De este modo, el concepto de redes de políticas constituye una herramienta 
metodológica para abordar la implementación concreta de una o varias polí-
ticas públicas. Permite observar la forma en que diversos actores —tanto esta-
tales como no estatales— se vinculan en distintos niveles y dependencias de 
actuación del Estado, definen un problema, se posicionan frente al mismo y 
diseñan propuestas para resolverlo. Interesa poner el énfasis en los intereses 
que se expresan, las negociaciones y tensiones que se suceden, prestando una 
mayor atención a las relaciones de poder que intervienen y delinean la defi-
nición e implementación de las políticas públicas. Esto facilita la indagación 
acerca de qué intereses se incluyen y cuáles se excluyen a partir de la red como 
forma institucionalizada de relaciones, o qué tipo de lógica produce o repro-
duce (asistencial, productiva o política, es decir, orientada a la transformación 
de las relaciones de poder, entre otras lógicas posibles). Se trata de una herra-
mienta que permite poner en foco aquellas vinculaciones significativas entre 
actores, es decir, que le dan un curso predominante a la política pública en su 
implementación concreta en un lugar. Por ende, no resulta relevante en este 
análisis todos los tipos de vinculaciones institucionales en torno a la política 
pública que puedan darse en un lugar, sino aquellas que definen de manera 
predominante la implementación concreta de la política pública objeto de 
estudio (Arzeno y Alvarez, 2018). 

2	 Operativamente, definimos las redes de políticas como el «conjunto de actores que entran 
en relación para la definición/implementación concreta de una política pública determina-
da [...] Ponemos el énfasis en las relaciones que se establecen entre las propias unida-
des estatales a partir de ciertas coincidencias programáticas o hasta incluso ideológicas 
respecto del problema en cuestión y a cómo enfrentarlo. Y a partir de ahí observamos las 
relaciones que se establecen con otros actores directamente vinculados a la cuestión» 
(Arzeno y Alvarez, 2018:75). 
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Los procesos de implementación de políticas públicas  
desde el enfoque de redes 

Posicionarse desde la perspectiva de las redes de políticas públicas implica 
elaborar una concepción que trasciende la distinción o dicotomía tradicional 
entre agente y estructura. Así, se busca capturar el complejo juego entre actor 
e institución en el proceso de elaboración y realización de las políticas públicas 
(Zurbriggen, 2011). En este marco, el análisis desde las redes de políticas públicas 
ofrece un medio para establecer un lazo entre las explicaciones de nivel micro y 
de nivel macro. Aunque el objetivo final no es solo la explicación del compor-
tamiento individual, esta aproximación considera que explicarlo o compren-
derlo de manera suficiente es un paso intermedio y necesario para la explica-
ción del funcionamiento del sistema político, entendiendo que se considera 
que el comportamiento del sistema es la resultante de las acciones de sus partes 
componentes. Por lo tanto, es importante desarrollar un esquema de análisis 
que dé lugar a transiciones múltiples. El nivel meso constituye el entorno inme-
diato de definición de la situación, de control y de acceso a diversos recursos 
de los actores, tiene incidencia en la reformulación de los objetivos por parte 
de los actores y, por lo tanto, tiene consecuencias en el nivel micro. A su vez, 
las acciones de los individuos inciden en la estructura meso, en los resultados 
de políticas. Asimismo, la capacidad de los actores de politizar sus intercam-
bios y de tratar de participar en los procesos de regulación y redefinición de las 
reglas del sistema está mediada por las reglas del juego político macro. Por lo 
tanto, el nivel meso también influye en el nivel macro, el cual a su vez impone 
las reglas de funcionamiento general permitiendo, facilitando o dificultando 
tal o cual estructura. Así, la aproximación estructural añade capacidad explica-
tiva mediante la posibilidad del estudio dinámico de las interrelaciones entre 
los niveles macro, meso y micro, permitiendo establecer de modo más preciso 
la relación entre micro y macro (Zurbriggen, 2011).

Con base en la aplicación de este enfoque al caso argentino, Arzeno y Alvarez 
(2018:71) plantean que existen «notorias ambigüedades en torno a cómo se 
problematiza este tema (...) según las provincias y los ámbitos locales que se 
consideren». O sea, los territorios y sus características no parecen ser una cues-
tión menor para pensar el funcionamiento de estas redes, especialmente en países 
federales y fuertemente desiguales como Argentina. El curso predominante de la 
política pública está atravesado por una dimensión territorial que resulta funda-
mental identificar e incorporar en el análisis. De este modo, se hace evidente 
la complejidad de la estructura territorial y la necesidad de la cooperación de 
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los actores públicos y privados que concurren en el espacio para la búsqueda 
de solución a los problemas de los territorios (Zurbriggen y Milanesi, 2008).

Finalmente, el enfoque de redes permite considerar no solo las acciones diri-
gidas desde actores del nivel central (top–dowm), sino también aquellas que 
emergen de las instituciones y agentes locales (bottom–up), asignando un rol 
preponderante a los actores y autoridades regionales y locales (Zurbriggen y 
Milanesi, 2008). De este modo, si bien un supuesto fuerte que organiza el 
enfoque es la cooperación y la colaboración entre diferentes actores, también 
las redes pueden configurarse en torno a los conflictos que emergen en las inter-
fases entre las lógicas top–dowm y bottom–up. Así, los conflictos y las relaciones 
de poder pueden entenderse como una dimensión constitutiva de las redes de 
políticas públicas, escasamente indagada en las investigaciones sobre el tema. 

Aspectos metodológicos para reconstruir redes de políticas

Con base en los aportes de Zurbriggen (2011) y Scharpf (1997) es posible iden-
tificar los atributos y las instancias que permiten caracterizar las redes de polí-
ticas: (i) identificar los actores, clarificar cuáles son sus posiciones, estrategias, 
metas, preferencias, percepciones y cómo éstos utilizan su influencia política; 
(ii) identificar y caracterizar las constelaciones de actores: conjunto de actores 
que intervienen, sus opciones estratégicas, los resultados asociados con éstas y 
la percepción que de ellos poseen; (iii) caracterizar la matriz política en la que se 
despliega el proceso de implementación. Una matriz es un lugar o medio donde 
se produce o desarrolla algo, una estructura o ambiente donde una actividad o 
proceso particular ocurre o se despliega.3 ; (iv) determinar cómo se producen, 
en ese marco, los procesos de intercambio de recursos y de información entre 
los actores situados dentro de la red; (v) caracterizar los mecanismos que guían 
estos intercambios: las reglas, las rutinas informales, los vínculos organizacio-
nales, etc.; (vi) todo ello para dar cuenta de los modos de interacción; es decir, 
formas específicas en las que interactúan los actores en determinadas constela-
ciones situadas en marcos institucionales específicos (Zurbriggen, 2011).

3	 En este sentido, una matriz política constituye un sistema de variables socioestructurales, 
político–institucionales e ideológico–culturales que: (a) fija los límites de factibilidad para la 
realización de intereses de grupos sociales y el alcance de objetivos de actores políticos, 
(b) define probabilidades diferenciales para la realización de esos intereses y el alcance 
de los objetivos políticos factibles y (c) brinda a los distintos actores un conocimiento o 
mapeo de cómo funcionan y deberían funcionar las relaciones sociales, influyendo de esta 
forma sobre la percepción de los límites de factibilidad y cursos de acción más apropiados 
para alcanzar objetivos y realizar intereses (Acuña y Chudnovsky, 2013:29)
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El desafío se centra en desagregar estas diferentes dimensiones de análisis 
de una realidad compleja y examinar cómo los actores públicos y privados 
se relacionan en una arena política constreñida por las reglas de juego de la 
red (nivel meso) y por ciertos rasgos distintivos de la matriz histórica —que 
define la configuración de un sistema político— (nivel macro) y del contexto 
más general en el que están insertos. El fenómeno en el nivel meso no puede 
ser explicado aislado de instituciones políticas más generales. De este modo, 
para explicar las hechuras de las políticas públicas no solo deben considerarse 
las características del sector (patrones de interacción entre los actores), sino 
que también deben ser incorporados los arreglos políticos y administrativos 
nacionales. Es importante indagar hasta qué punto las tradiciones estatales, los 
arreglos constitucionales, la estructura burocrática y la cultura política afectan 
la administración de políticas públicas (Zurbriggen, 2011:194).

Desde esta perspectiva, las variaciones políticas estarían determinadas por la 
interdependencia de estos factores: la configuración institucional del sistema 
político y de la acción política que se viabiliza en la implementación de las polí-
ticas públicas. De ahí la importancia de investigar las dimensiones sectoriales de 
agregación de intereses en conexión con la naturaleza del Estado, y las transfor-
maciones de los procesos políticos administrativos contemporáneos. Asimismo, 
estas variaciones deben ser analizadas considerando el contexto económico, social 
y político más amplio en que están insertas (Zurbriggen, 2011:194).

Resulta relevante recuperar la incidencia que tienen las instituciones, por 
un lado, sobre las percepciones, las preferencias y las capacidades de actores 
individuales o colectivos y, por otro, sobre las formas en que estos actores inte-
ractúan (Scharpf, 1997). Las instituciones son, sin duda, la principal fuente 
de información de los actores y el principal factor que influye sobre sus deci-
siones, en el sentido de que reducen los incentivos para seguir ciertas estrate-
gias de acción y aumentan los incentivos para realizar otras. Las instituciones 
varían entre sociedades de diferentes naciones y también cambian a lo largo 
del tiempo. Asimismo, si bien una vez instaladas el cambio institucional es 
costoso, las instituciones no influyen en las decisiones de una manera determi-
nista, puesto que siempre existen distintas posibilidades de acción que dejan 
un amplio margen para que los actores elijan entre diferentes opciones tácticas 
y estratégicas (Zurbriggen, 2011).4

4	 Vale señalar que los estudios que indagan redes de políticas utilizan básicamente una estra-
tegia de investigación cualitativa. La mayoría de los investigadores han utilizado el estudio de 
casos, investigando las redes en un área de política y concentrándose en el rol de la red en 
una decisión política particular o en limitados casos de políticas. El método comparativo de 
estudios de casos ha dado importantes rendimientos analíticos. Se han realizado estudios 
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La reconstrucción del entramado de actores es un eslabón muy importante 
para el análisis de la red de políticas. Este entramado comprende a todos los 
actores públicos y privados que, por acción u omisión, toman decisiones sobre 
el uso de los recursos comunes con respecto a un determinado problema o 
curso de acción (Subirats, 1989).

Tabla 6. Entramado de actores y sus atributos

El entramado varía según cómo esté constituido: 
· Cuál sea el número de actores
· Las características que tenga la estructura de relaciones entre los actores
· La estabilidad de las relaciones entre los actores
· El grado de institucionalización de la red
· Las reglas de juego que regulan el comportamiento de los actores
· La distribución de los recursos de poder entre los distintos actores  
· Las estrategias de los actores 

Asimismo, los procesos de gestión serán diferentes según que el entramado esté domi-
nado: 
· principalmente por actores estatales,  
· un grupo social predominante muy asociado a los niveles ejecutivos, 
· grupos sociales en conflicto, 
· un gran número de representantes sociales, o 
· legislativos fuertes y con fuerte relación con las organizaciones sociales.

 
Fuente: Chiara y Di Virgilio (2006), Ficha de clases. Planificación y Gestión de las Políticas 
Sociales II. Licenciatura en Políticas Sociales, Instituto del Conurbano, UNGS.

En cada red o entramado, los actores toman decisiones en el marco de ciertas 
estructuras de opciones que condicionan sus elecciones (Pzeworsky, 1982).5 En 
ese marco, los actores privados se movilizan 

según sus preferencias e intereses. Y […] pretenden influir, condicionar, bloquear 
o activar las decisiones públicas utilizando todo tipo de recursos. En algunos ca-
sos usan medios económicos (campañas de publicidad, financiación más o me-
nos oculta, «amenazas» de no invertir o de deslocalizar), en otros casos recursos 
políticos (movilizaciones, campañas, manifestaciones, boicots), y en otros, recur-
sos cognitivos (informes, dictámenes, artículos de expertos) […] Los poderes o 

comparando redes sectoriales entre diferentes países, permitiendo analizar el efecto de las 
instituciones de un país y su cultura política en dicho proceso, así como comparaciones de 
redes sectoriales y subsectoriales en un mismo país (Zurbriggen, 2011).

5	 Según la posición que éstos tienen en los sistemas de producción y reproducción (mate-
rial, social e ideológica).



46

actores públicos usan también los mismos recursos, pero además disponen de un 
tipo de instrumentos que los distingue de los demás actores. En efecto, tienen la 
capacidad de obligar a los demás desde su posición soberana y representativa, ya 
que disponen de los recursos normativos. Sus decisiones son interpretadas como 
decisiones de todos, y se puede argumentar que responden a los intereses genera-
les, aunque lo cierto es que son casi siempre fruto de la interacción y negociación 
entre actores, y de compromisos (Subirats, sin datos editoriales).

Redes de políticas y territorio: territorialización de la política 

Como se propuso en los apartados anteriores, el análisis de políticas públicas 
reclama una perspectiva territorial en la que las coordenadas temporales y 
espaciales de sus procesos se ubiquen en un primer plano. Es decir, que preste 
especial atención a los momentos, contextos y actores situados que encarnan y 
disputan las intervenciones. La operación analítica implica expandir la mirada 
desde las instituciones, organismos y agencias del aparato estatal hacia las diná-
micas sociopolíticas en escalas y territorios concretos. 

En efecto, el territorio no es un dato para las políticas públicas, sino que 
es un fenómeno que éstas contribuyen a construir en diálogo (y tensión) con 
los fenómenos que las preceden (Chiara y Ariovich, 2013 y Chiara, 2016). 
Asimismo, los territorios —según sus características y el entramado de actores 
que organizan— reconfiguran el curso de las acciones públicas (Rodríguez y 
Di Virgilio, 2011). La perspectiva territorial en el análisis de políticas contri-
buye a dar cuenta de la capacidad que tiene el espacio de «atrapar» relaciones, 
recursos y conflictos (Amin, 2005 y Piselli, 2007), convirtiéndose así en un 
analizador tanto de los supuestos y objetivos de las políticas como de los 
actores y sus relaciones. Desde este enfoque, el territorio es entendido aquí 
como un espacio social e históricamente producido en el que distintos flujos 
de relaciones articulan y tensionan recursos o servicios en un espacio particular 
donde las distancias físicas se ven relativizadas (Dematteis y Governa, 2005; 
Dematteis, 2006; Amin, 2005; Haesbaert, 2011). De este modo, este tiene un 
carácter dinámico en tanto quienes usan el territorio y lo reproducen contri-
buyen a su vez a la construcción de una territorialidad.

El concepto de territorio así entendido confiere al espacio nuevas formas y 
exige adoptar una visión sistémica que considere distintas escalas en simul-
táneo. En este marco, la noción de escala permite tensionar los atributos 
propios de cada campo de políticas bajo análisis con las problemáticas que 
introduce el enfoque territorial. Siguiendo a Di Virgilio y Rodríguez (2011), 
la escala puede definirse como una lente a la que recurre el investigador 
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para acercarse a un fenómeno a ser examinado. Gutiérrez Puebla reconoce 
distintos aspectos del concepto de escala: como tamaño (cartográfica, orden de 
magnitud y niveles de detalle); como nivel jerárquico (local, provincial o esta-
dual, regional, nacional, global); como nivel en una red (agentes que operan 
en distintos niveles y profundidades de influencia); y como relación. Cuando 
hay un cambio de escala, los fenómenos, acontecimientos, procesos y factores 
que se contemplan pueden ser básicamente los mismos, alterándose las rela-
ciones entre ellos y su peso relativo en la definición del fenómeno a analizar 
(Gutiérrez Puebla, 2001). De este modo, el concepto de escala aproxima a otros 
recortes de los objetos de investigación y plantea nuevas preguntas acerca de 
cómo se constituyen los procesos de implementación de las políticas en terri-
torios específicos. En las distintas escalas (barrial, local, regional o estadual) 
se demarca el alcance de los problemas, se definen las fronteras y se revelan 
los actores; el territorio puede mostrar también la yuxtaposición y articula-
ción de diferentes escalas en cada una de las problemáticas (Chiara, 2020).

Así, el destino y los resultados de políticas generadas en el nivel central se 
dirime en su derrotero hacia los niveles subnacionales, en su intersección con las 
matrices políticas y procesos de gobernanza de diverso tenor que atraviesa y, a su 
vez, modela. En estos procesos, como ya se dijo en párrafos previos, los actores 
no solo son los que las diseñan sino todos aquellos que toman parte en su imple-
mentación, atravesando y constituyendo instituciones en un sinfín de mediaciones 
que —al final del recorrido— incumben a los destinatarios de las intervenciones.

Por esta perspectiva, al ras de la vida social, entre el Estado y la sociedad 
existe una frontera porosa caracterizada por la existencia de un denso mundo de 
mediaciones en las que operan agentes con perfiles híbridos (Perelmiter, 2018; 
Dematteis y Governa, 2005). En efecto, referentes de comedores comunitarios 
y merenderos, animadores barriales, en su gran mayoría mujeres que se hacen 
cargo de las tareas del cuidado colectivo no remunerado (Fournier, 2017), acti-
vistas sociales, capacitadores, brokers de planes sociales y burocracia de calle, 
pueden ser pensados como operadores en el filo del Estado, moviéndose según 
objetivos distintos conforme a las perfomances desplegadas en cada caso (Bohos-
lavsky y Soprano 2010). Aún con menos margen de maniobra y capacidad estra-
tégica que los agentes que deciden sobre los flujos de recursos, su praxis tiene 
peso decisivo en la efectividad y resultado de la política en la vida cotidiana. 

Esta aproximación a las mediaciones puede pensarse también desde el 
concepto de interfaz de Roberts (2001), el cual da cuenta de situaciones insti-
tucionales concretas en las cuales las burocracias —a través de los burócratas 
a nivel de la calle— y los destinatarios de una política o servicio público se 
encuentran, confrontan y/o negocian sobre el proceso mismo de su imple-
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mentación. Dicho enfoque descansa sobre el supuesto de que el análisis de 
la naturaleza de las relaciones que se establecen entre implementadores y la 
población destinataria es tan importante para los resultados de la política 
como el contenido de la misma. La preocupación esencial del enfoque de la 
interfaz, tal y como señala Long (2007), es explorar y comprender cómo las 
discrepancias de intereses, valores, interpretaciones, conocimientos y poder son 
intermediadas, perpetuadas o transformadas en puntos críticos de confronta-
ción y cooperación en las interacciones sociales. De este modo, el enfoque de 
interfaz permite hacer foco en las situaciones concretas en las que los burócratas 
a nivel de la calle y la ciudadanía negocian la implementación de la política. 

Las organizaciones y movimientos sociales desempeñan un papel clave en 
estos espacios de mediación colectiva que con diferente grado de organiza-
ción actúan entre los sujetos y el Estado (Rofman, 2015). Si bien conviven con 
formas organizativas clásicas como partidos políticos, sindicatos y asociaciones 
barriales, muchos de estos movimientos emergieron y se desarrollaron al calor 
de la crisis de representación de las instituciones políticas tradicionales (Svampa 
y Pereyra, 2003) y al compás del proceso de desindustrialización y aumento 
del desempleo (Retamozo y Di Bastiano, 2017). Así, movimiento piquetero, 
movimiento de trabajadores desocupados, movimientos populares, trabaja-
dores de la economía popular, constituyen los emergentes de estas transfor-
maciones lentas pero constantes de construcción de nuevas formas de politi-
cidad popular (Aquín et al., 2018). No obstante, la cuestión del trabajo no es 
el único eje de conformación de las organizaciones y movimientos sociales. 
En los últimos años, han cobrado fuerza la construcción de formas de poli-
ticidad en relación con los géneros (Erpel Jara, 2018), la producción autoges-
tiva del hábitat (Rodriguez, 2021) y la cuestión ambiental (Merlinsky, 2013 y 
Alonso et al., 2016). 

Como señala Vommaro (2013), existe una multiplicidad de formas orga-
nizativas en el territorio que tienen como finalidad el acceso a la resolución 
de diversas necesidades. En general, esta se vincula o implica a algún tipo de 
mediación, negociación, articulación, consenso con actores burocráticos del 
Estado, ya sea a nivel de calle, técnicos o funcionarios políticos con márgenes 
variables de decisión. De esta forma, se teje una trama de relaciones que confi-
gura y es configurada a su vez por el territorio en el que se desarrolla, con 
niveles diversos de institucionalización de estas relaciones (Almeida y Cordero 
Ulate, 2017, Paura y Zibecchi, 2013). 

Otra vía de ingreso a la problematización de las modalidades territorializadas 
de relación entre políticas públicas y organizaciones sociales, es atendiendo a 
la dinámica transaccional de formación del Estado, a las tramas situadas de 
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interrelaciones sociales y acciones mediante las que cotidianamente gestión 
y gobierno se enlazan, interrogando las formas y configuraciones locales que 
resultan de la articulación variable entre conflicto y negociación, entre la elabo-
ración de demandas sociales y la formulación de respuestas a éstas (Grimberg, 
1997 y Manzano, 2009). Asimismo, atender a la dimensión de la gestión y 
administración localizada y colectiva de los programas estatales, que torna 
difusa la frontera entre Estado y movimientos sociales, ofrece una perspectiva 
de aproximación que, al poner el foco en los efectos de los programas estatales 
sobre las actividades diarias de las organizaciones sociales, llama la atención 
sobre los procesos de producción conjunta de políticas y formas de acción de 
los grupos subalternos, en el que operan mecanismos de control, apropiación 
y niveles de autonomía (Manzano, 2008).

En el nivel territorial, los diferentes actores construyen mundos de vida, 
sociabilidades e identidades (Merklen, 2005). El ámbito local ofrece un espacio 
de politicidad en el que vecinos y referentes barriales organizan y llevan a cabo 
diversas modalidades de participación política, atravesadas por relaciones de 
solidaridad y conflictos. Los diferentes programas de políticas públicas ofrecen 
recursos que se ponen en juego en la sociabilidad política barrial. La gestión y 
aprovechamiento de esos recursos da lugar a un trabajo social y político donde 
las contraprestaciones derivadas de los programas sociales tienen un papel 
destacado. Se constituye, de este modo, un mundo de actividades reguladas 
por criterios técnicos, burocráticos, por vínculos personales y compromisos 
políticos que dan lugar a ciertas «economías morales», localmente construidas, 
que configuran la politicidad a nivel territorial (Vommaro, 2015).

La productividad de enfocar el análisis de las políticas públicas en el nivel 
territorial también permite apreciar que la ciudadanía tiene un poder táctico 
y la capacidad de monitorear reflexivamente lo que sucede a su alrededor y 
actuar en consecuencia. La proliferación de experiencias participativas en los 
territorios ha generado una variada casuística con resultados muy dispares, 
aunque su abordaje en perspectiva comparativa es incipiente. La actuación 
ciudadana puede, en ciertas circunstancias, generar espacios de innovación 
política y producción democrática (Bonet i Martí, 2012), ampliar el locus del 
debate político y la hechura de las políticas públicas más allá del ámbito insti-
tucional. Es posible distinguir así entre espacios invitados y espacios inventados 
(Miraftab, 2004). Los primeros, se definen como aquellos ámbitos instituidos 
y legitimados por los actores e intervenciones gubernamentales. Los segundos, 
en cambio, son aquellos gestados y reclamados desde la acción colectiva y 
ocupados de manera directa por iniciativa de las organizaciones, que pueden 
confrontar con las autoridades y el statu quo.
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Finalmente, con independencia de su compromiso en experiencias de 
movilización colectiva o en la formulación de demandas, los actores sociales 
«del llano», tienen la capacidad de hacer valer sus apreciaciones en torno a 
las políticas públicas que se enhebran en la reproducción de sus vidas, reali-
zando y esgrimiendo razonamientos evaluativos sobre la calidad de los recursos 
públicos, la efectividad y legitimidad de su mediación y al grado de justicia 
presente en su distribución en sus espacios de referencia vital (Soldano, 2019). 

En suma, las políticas dirimen su efectividad y legitimidad en gran medida 
en el nivel micro territorial, en las interrelaciones situadas entre ciudadanos, 
funcionarios y burócratas de los distintos niveles de gobierno y agencias esta-
tales y considerando cómo diferencias de edad, géneros y sector social situados 
en territorios heterogéneos operan en dichas interrelaciones (Di Virgilio y 
Rodriguez, 2001; Chiara, 2016).
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